SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

 


El ciudadano JULIAN SANJUAN BIAZU, representado por los abogados Nelly Margarita La Torre y Francisco Domínguez Ramírez, demandó por cobro de prestaciones sociales a la empresa BANCO DE VENEZUELA S.A.C.A., representado por los abogados  Ángel Bernardo Viso, Alonso Rodríguez Pittaluga, León Enrique Cottin, Igor Enrique Medina, Ángel Gabriel Viso, Juan Garrido Rovira, Cuis A. García Montoya, Beatriz Abraham Monserat, María de Lourdes Viso, Ana Sofia Gallardo, Alexander Preziosi, María Carolina Solórzano Palacios, Graciela Yazawa, Albis Jaramillo Rodríguez, Alfredo Abou-Hassan y Álvaro Prada, por ante el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual declaró parcialmente con lugar la demanda.

 


El Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de ambas partes, dictó sentencia definitiva en fecha 27 de septiembre de 2000, declarando sin lugar la apelación de la demandada, con lugar la apelación del actor, y con lugar la demanda, fallo contra el cual anunció y formalizó oportunamente, la parte demandada, recurso de casación. Hubo impugnación, réplica y contrarréplica.

 

En fecha 20 de diciembre de 2000, la Asamblea Nacional, designó como integrante de la Sala de Casación Social al Magistrado Doctor Alfonso Valbuena C., en sustitución del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta. Recibido el expediente, por inhibición del Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz declarada con lugar, se convocó a la Segunda Suplente Dra. María Cristina Parra, quien aceptó y se conformó la Sala Accidental, en la cual se designó ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo y cumplidos los trámites de sustanciación, siendo la oportunidad para decidir lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones:

 

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

ÚNICO
 


Con apoyo en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil,  se denuncia la violación de los artículos 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, y 359, 20 y 940 de aquél mismo Código, por haberse quebrantado formas procesales que produjeron la indefensión de la demandada.

 


Se argumenta al respecto, luego de citar jurisprudencia de esta Sala y de la Sala Constitucional de este Tribunal Supremo, relacionadas con la influencia de las nuevas disposiciones de la novísima Constitución sobre las reglas procesales aplicables en los juicios  laborales, lo siguiente:

 

"Así, tenemos que el término para dar contestación en materia laboral debe ser rediseñado, permitiendo a la parte demandada  contestar dentro del plazo de ley, es decir, dentro de cualquiera de los tres días siguientes a la citación, ello en aplicación a los postulados contenidos en los artículos 21, ordinal 2, 26 y 49 de la Constitución Nacional.

 

En el presente caso se delata la subversión procedimental en que incurre el fallo impugnado al estimar que la contestación de mi representada formulada supuestamente un día antes del vencimiento del término de tres días, que resultó en la declaratoria de extemporaneidad, y consecuente  contumacia de mí patrocinada, lo cual resulta abiertamente atentatorio contra el derecho de defensa, pues ninguno de sus alegatos fueron escuchados y ninguna de sus defensas apreciadas. Además, se evidencia en el presente caso la diligencia en el cumplimiento de la obligación procesal de dar contestación a la demanda, que en forma alguna puede ser sancionada en la forma que pretende la recurrida, con una confesión ficta.

 

Es por las razones expuestas, que solicito a esta Honorable Sala de Casación Social, que en caso que estime que existió en el presente caso una contestación prematura por parte de nuestra representada, se desaplique el término regulado en la Ley de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, y se entienda que dicho acto puede ser realizado dentro del plazo de ley, ello en obsequio a la protección efectiva del derecho de  defensa de los demandados, en aplicación de los previstos en los artículos 940, 359 y 20 del Código de Procedimiento Civil, así como de los artículos 21, 26 y 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela”. 

 

 


La Sala, para decidir, observa:

 


Lo denunciado consiste en que el sentenciador de la recurrida estableció como extemporánea la contestación consignada por la demandada, no en el tercer día siguiente a la citación, como dispone el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales  y de Procedimiento del Trabajo, sino en el segundo día siguiente. Pero es claro que no se trata allí de alguna forma procesal quebrantada, sino de la aplicación por el juez, según su criterio al respecto, de las normas que rigen la oportunidad de contestar la demanda en el procedimiento laboral, lo cual tendría que ser impugnado por la vía del adecuado recurso de fondo,  y no como se lo hace, con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, pues la decisión al respecto incide sobre la carga de la prueba y por tanto sobre la decisión de la controversia  y no sobre el orden del proceso.

 


Es improcedente, en consecuencia, la presente denuncia, y así se declara.

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

- I -

 


Con apoyo en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el 320 eiusdem, se denuncia la infracción, por falsa aplicación, del artículo 362 de ese mismo Código, por incurrir el sentenciador en el segundo caso de falso supuesto, al dar por demostrada la extemporaneidad, por anticipada, de la presentación del escrito de contestación a la demanda, con un cómputo de los días de despacho transcurridos en el Tribunal de la causa, que se afirma habría sido verificado por el mismo, pero que  no aparece en realidad en los autos.

 


La Sala, para decidir, observa:

 


La recurrida acoge y transcribe de lo establecido por el a-quo, entre otras cosas, lo siguiente:

 

"La sentencia recurrida declara la confesión ficta de mi representada con base en el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, por haberse configurado en el presente caso los tres elementos integrantes de la misma, como son la contumacia, la falta de prueba por parte de la demandada, y la legalidad de la pretensión reclamada.

 

Así según la más autorizada doctrina, la figura de la ficta confessio únicamente se verifica y puede ser declarada cuando concurran los tres extremos indicados en la citada norma, de tal forma, la no verificación de unos de dichos extremos hace improcedente la declaratoria de confesión ficta.

 

En el presente caso tenemos que la declaratoria de extemporaneidad de la  contestación de mi representada, valga decir, el elemento de contumacia de que parte la confesión ficta, se soporta en un cómputo de los días de despacho que no existe en los autos de este expediente, así expresa la recurrida que:

 

‘Por sentencia de fecha 5 de mayo de 1998, el a-quo resolvió la controversia declarando parcialmente con lugar la acción y en la parte dedicada a la síntesis narrativa dejó establecido lo siguiente:

 

De acuerdo al cómputo realizado por Secretaría y del Libro diario llevado por este Tribunal, los noventa (90) días contínuos siguientes a la notificación del Procurador General vencieron el día 6 de febrero de 1996 dado que la citación de la demandada se verificó previamente a esta fecha, correspondió el acto de contestación el día 15 de febrero de 1996, toda vez que el Tribunal dio despacho los días 8, 14 y 15 de febrero de 1996. Se evidencia de autos que la representación judicial de la demandada compareció el día 14 de febrero de 1996, y consignó escrito que según lo indicado anteriormente resulta extemporáneo por anticipado.

 

Conforme al cómputo que realizó el tribunal de la causa se desprende de manera efectiva, que la demandada presentó el escrito de contestación en forma extemporánea por cuanto su comparecencia a los fines de consignar el escrito de contestación ocurrió un día después de vencido el lapso establecido en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo”.

 

 


Pero tanto el a-quo como la recurrida, establecieron además en relación con ello, que la notificación al Procurador General de la República se verificó el día 8 de noviembre de 1995, de modo que para determinar que el vencimiento de los 90 días contínuos a que se referían  los párrafos arriba transcritos, había tenido lugar el día  6 de febrero de 1996, no tenían porque ocurrir a ningún otro cómputo; y puesto  que a partir de esa última fecha como igualmente se señala allí, comenzaba a correr el término para dar la contestación, respecto del cual se establece que hubo despacho los días 8, 14 y 15 siguientes, tampoco reviste importancia alguna que existiera o no en los autos un cómputo particular anterior.

 


Por consiguiente, carece de relevancia y de la necesaria influencia determinante en su dispositivo, según exige el aparte del ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la mención de la recurrida referida por el formalizante, en la que parecería indicarse que en el curso del procedimiento  se había realizado por Secretaría el cómputo de los días correspondientes, razón por la cual, resulta improcedente la presente denuncia, y así se declara.

 

- II -

 


Con apoyo en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por la recurrida del artículo 508 de la Ley Orgánica del Trabajo, así como del artículo 62 literal a) de la Convención Colectiva de Trabajo del Banco demandado, ambos por falsa aplicación.

 


Se argumenta al respecto lo siguiente:

 

“En el presente caso la recurrida acuerda declarar a favor del actor el beneficio de la jubilación en los términos establecidos en el literal a) del artículo 62 del Contrato Colectivo de Trabajo del Banco de Venezuela, S.A.C.A., en función de haber quedado establecido el tiempo de duración del contrato de trabajo en 29 años, 9 meses y 22 días, dada la confesión ficta declarada.

 

Así tenemos que el beneficio de la jubilación pactado contractualmente en este caso, por aplicación de la Convención Colectiva de trabajo suscrita por los trabajadores y el Banco de Venezuela, S.A.C.A., fue solicitada por el accionante LUEGO DE TERMINADA LA RELACIÓN DE TRABAJO en el libelo, es decir que el referido beneficio no se solicita durante la vigencia de la relación laboral, sino que se espera a que ésta termine para exigirla judicialmente.

 

Es el caso que no puede acordarse un beneficio como el solicitado cuando la relación ha fenecido por los motivos que sean, en vista de que la jubilación ÚNICAMENTE puede ser exigida mientras esté vigente la relación  laboral, puesto que de no ser así, el patrono quedaría expuesto a que dicho beneficio le fuera requerido en cualquier tiempo luego de concluido el contrato de trabajo, como si se tratara de un beneficio adquirido,  cuando en el caso bajo examen se trata de un BENEFICIO CONTRACTUAL sometido a las condiciones procedimentales de la cláusula pertinente, con vigencia y aplicación mientras dura la relación laboral.

 

Distinto el caso de la jubilación regulada en la Ley del Seguro Social y en su Reglamento, donde se cotiza al Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, que por su naturaleza contributiva, se constituye como un derecho adquirido para cuando se verifica un tiempo como trabajador o se sucede algún hecho que impida continuar trabajando, siempre que se cumplan con los extremos que regulan dichas normas.

 

Así, el fallo recurrido aplica falsamente la norma acusada de infracción en vista de que en el caso de estudio se trata de un beneficio contractual de jubilación solamente concebible bajo la premisa de que el beneficiario del mismo lo solicitara, o sea acogiera al mismo, antes de la  terminación del contrato de trabajo, no exigible sino dentro de la relación de trabajo.

 

Lo anterior es determinante para el dispositivo de la decisión en vista de que de no haberse producido la falsa aplicación acusada, el fallo recurrido no hubiese acordado el beneficio de jubilación en los términos en que lo hizo.

 

Es con base en las razones aportadas que solicito que la presente delación sea declarada procedente”.

 


La Sala, para decidir, observa:

 


No explica ni demuestra la denuncia el cómo y el porqué de la infracción que se alega, pues no constituyen tal demostración las meras afirmaciones que se exponen según aparece de lo transcrito arriba, en el sentido de que una jubilación estipulada en contratación colectiva sólo sería concebible bajo la premisa de que el beneficiario la solicitara antes de la terminación del contrato de trabajo. Esto tendría que haber sido razonablemente demostrado, no solamente afirmado como se observa en el recurso bajo examen, motivo por el cual resulta improcedente la presente denuncia, y así se declara.

 

DECISIÓN

 


Por las razones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social (Accidental), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el presente recurso de casación. De conformidad con lo dispuesto en el aparte quinto del artículo 320 del Código Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 274 eiusdem, se condena a la recurrente en las costas del recurso.

 


Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal de la causa, Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, participándose lo conducente al Superior de la recurrida.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social (Accidental) del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los   treinta y uno  (31) días del mes de                        de mayo dos mil uno. Años: 191° de la Independencia y 142° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

_________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 

 

El Vicepresidente,,

 

 

___________________________

    ALFONSO VALBUENA C.

 

                          Suplente,

 

 





____________________________





MARÍA CRISTINA PARRA

 

 

La Secretaria,

 

 

___________________________
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